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DICTAMEN del Pleno de la Comisión Jurídica Asesora de la 

Comunidad de Madrid, aprobado por unanimidad, en su sesión de 8 de 

julio de 2026, emitido ante la consulta formulada por el alcalde de 

Madrid, a través del consejero de Presidencia, Justicia y Administración 

Local, al amparo del artículo 5.3 de la Ley 7/2015, de 28 de diciembre, 

sobre la solicitud del representante de la entidad mercantil 

URBANIZADORA DUCAL, S.A., relativa a la revisión de oficio de la 

liquidación del Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos 

de Naturaleza Urbana (IIVTNU) practicada por Resolución de 11 de 

septiembre de 2019, de la directora de la Agencia Tributaria Madrid. 

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

PRIMERO.- El día 29 de mayo de 2026 tuvo entrada en el registro 

de la Comisión Jurídica Asesora de la Comunidad de Madrid una 

solicitud de dictamen preceptivo referida al expediente de revisión de 

oficio aludido en el encabezamiento. 

A dicho expediente se le asignó el número 381/26, comenzando el 

día señalado el cómputo del plazo para la emisión del dictamen, de 

acuerdo con lo dispuesto en el artículo 23.1 del Reglamento de 

Organización y Funcionamiento de la Comisión Jurídica Asesora, 

Dictamen n.º: 436/26 

Consulta: Alcalde de Madrid 

Asunto: Revisión de Oficio 
Aprobación: 08.07.26 
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aprobado por Decreto 5/2016, de 19 de enero, del Consejo de Gobierno 

(en adelante, ROFCJA).  

La ponencia ha correspondido, por reparto de asuntos, al letrado 

vocal Dña. M.ª Teresa Sanmartín Alcázar, quien formuló y firmó la 

propuesta de dictamen, que fue deliberada y aprobada por el Pleno de la 

Comisión Jurídica Asesora, en sesión celebrada el día 8 de julio de 

2026. 

SEGUNDO.- La liquidación impugnada tiene su origen en la 

transmisión efectuada por la solicitante a la sociedad mercantil 

Sociedad Desarrollos Edimar, S.L., como aportación en la escritura de 

aumento de capital social, de fechas 31 de julio de 2015 y 30 de marzo 

de 2016, de los inmuebles sitos en la calle ……, número ……, y ……, 

número ……, de Madrid.  

En relación con dicha transmisión, la solicitante de la revisión de 

oficio presentó extemporáneamente, en fecha 24 de noviembre de 2016, 

una declaración por el IIVTNU sin ingreso, aportando al efecto, las 

escrituras de adquisición y de transmisión de los referidos inmuebles. 

Por Resolución de 11 septiembre de 2019, del director de la Agencia 

Tributaria Madrid, se practicó liquidación en concepto de IIVTNU, con 

n.º de inscripción …… y …… por importes de 395.903,11 € y 

185.350,94 € respectivamente, que fue notificada, tras varios intentos 

infructuosos con resultado de “ausente” en fechas 6 y 8 de abril de 

2021, y posteriormente mediante su publicación en el Boletín Oficial del 

Estado en fecha 8 de octubre de 2021, constando el acuse de recibo de 

fecha el 25 de octubre de 2021.  

La cuota tributaria resulta de considerar un incremento en la base 

imponible del impuesto por importe de 395.903,11 € y 185.350,94 € 

más los recargos por extemporaneidad, por lo que se han practicado 

liquidaciones asociadas, …… y ……, notificadas al reclamante el día 19 
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de enero de 2022, por importe de 17.100,13 € y 8.005,81 € 

respectivamente, por la pérdida de la reducción del 25 % del recargo 

derivado de las liquidaciones principales. 

Como motivación de la liquidación efectuada se indica que “de la 

documentación aportada junto con el escrito no es suficiente para 
constatar si se ha producido un decremento en el valor del suelo, se le ha 

requerido el balance de situación de la empresa del 31 de diciembre de 

1990, que es el año siguiente al de su adquisición, así como las 
escrituras de compra de las propiedades aportadas a cambio de las 

cuales se le adjudicaron los terrenos y el título de cesión del 8,3017 %, 

documentación que a juicio de esta Oficina Gestora es necesaria en el 
caso concreto que aquí se nos plantea. En consecuencia, entendemos que 

no hay prueba suficiente que nos permita llegar a la conclusión y 

confirmar que realmente se ha producido un decremento de valor del 

suelo”. 

Con fecha 20 de junio de 2024, la interesada referida en el 

encabezamiento del dictamen presenta un escrito, solicitando la 

nulidad de pleno derecho de la liquidación en concepto del IIVTNU, con 

n.º de inscripción …… y …… por importe de 395.903,11 € y 

185.350,94 €. El interesado alega, en primer lugar, que el Tribunal 

Supremo, en fecha 28 de febrero de 2024 (STS 339/2024) ha declarado 

que procede obtener la devolución de lo pagado por plusvalía municipal 

cuando no haya existido incremento de valor de los terrenos y 

consecuentemente procede declarar la nulidad de las liquidaciones 

tributarias, aunque no hayan sido pagadas, como sucede en el caso de 

autos. Invoca también como argumento que el Tribunal Constitucional, 

en fecha 11 de mayo del 2017 (STC 59/2017), ha reiterado la 

inexistencia de incremento objeto de imposición por el IIVTNU en el 

caso de ventas realizadas a pérdidas o con pérdidas de bienes 

inmuebles, declarando inconstitucionales y nulos los artículos 107.1, 
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107.2ª) y 110.4 de la Ley de Haciendas Locales, todos relativos al 

IIVTNU. 

Al respecto, explica que los terrenos urbanos, objeto de la 

liquidación tributaria cuya nulidad se pretende, fueron adjudicados a la 

mercantil interesada en el año 1989, como contraprestación de varias 

casas de su propiedad, en virtud de la reparcelación que hizo el 

Ayuntamiento de Madrid por el sistema de cooperación, en el desarrollo 

del APD5-9 de la Ordenación de la Plaza de Valparaíso en que se 

obtenían varios solares para edificar viviendas, ejecución de una plaza 

pública, aparcamiento subterráneo para residentes de cesión al 

ayuntamiento y parte de las calles ……, …… y adyacentes, siendo el 

coste de adquisición de los terrenos de 19.915.533,01 €, conforme a la 

contabilidad social de la interesada del ejercicio 2006 en el que figura 

contabilizado por su valor de adquisición los indicados terrenos en 

concepto de existencias y bajo la rúbrica “Operación Valparaíso”. 

Alega que, debido a la precaria situación por la que atravesaba la 

sociedad y ante la imposibilidad de hacer frente a los créditos tras la 

ejecución de varios ellos, acordaron con el principal acreedor, para su 

pago, transmitir unidas las dos fincas indicadas, al no ser fácil la venta 

de las mismas, y optaron por la aportación para salvaguardar la 

garantía de su ejecución y posterior entrega de los bienes una vez 

cumplidos los requisitos necesarios para su ejecución, tras la firma del 

protocolo de desarrollo y opción para la cesión de dichos terrenos, 

firmando la misma ante Notario, con numero de protocolo 1297/14.  

Por todo ello, el día 31 de julio de 2015 la interesada transmitió a 

la mercantil DESAROLLOS EDIMAR, S.L., mediante la aportación, los 

terrenos mencionados por valor de 3.140.000,00 € como primera fase 

del desarrollo inicial previsto, formalizándose la operación el día 31 de 

julio de 2015, ante Notario de Madrid, con número de protocolo 1790. 

Más tarde, el día 30 de marzo de 2016 y autorizado por Notario, con 
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número de protocolo 238 se autoriza como complemento y desarrollo 

previsto del complemento de la cesión, por importe de 13.140.000,00 €. 

Así, el reclamante considera que el valor de adquisición fue superior al 

valor de transmisión, no produciéndose incremento de valor alguno en 

los susodichos terrenos, sino todo lo contrario, lo que, además, ha 

supuesto una pérdida definitiva por importe de 6.967.252,60 €. 

Según refiere en su escrito de alegaciones, “las operaciones 

tributarias de los Impuestos sobre el Incremento de Valor de los Terrenos 
de Naturaleza Urbana (determinación de la base imponible, devengo, 

cuota, liquidación y ejecución) son nulas de pleno derecho IIVTNU 

(plusvalías) y sus recargos, intereses, sanciones y costas practicadas por 
el Ayuntamiento de Madrid, en todas sus fase y departamentos de 

gestión, inspección y recaudación”.  

En consecuencia, solicita que se declare de oficio, previa 

tramitación del correspondiente procedimiento de revisión de actos 

nulos de pleno derecho, de la Agencia Tributaria del Ayuntamiento de 

Madrid, la nulidad de las liquidaciones por el IIVTNU, con núm. de 

expediente …… por importe de 395.903,11 € y 185.350,94 €. 

TERCERO.- Mediante Decreto de 13 de marzo de 2026, la delegada 

del Área de Gobierno de Economía, Innovación y Hacienda del 

Ayuntamiento de Madrid, previa propuesta de 11 de marzo de 2026 de 

la directora del organismo autónomo Agencia Tributaria Madrid (ATM), 

acuerda admitir a trámite la solicitud de inicio del procedimiento de 

revisión de oficio de actos nulos de pleno derecho respecto de la 

resolución indicada y conceder el trámite de audiencia a la interesada 

para que, en el plazo 15 días hábiles, pudiera formular alegaciones y 

presentar los documentos que estimara pertinentes para la defensa de 

sus derechos o intereses legítimos, de conformidad con las previsiones 

del artículo 217.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 

Tributaria (LGT) y del artículo 5 del Real Decreto 520/2005, de 13 de 
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mayo, por el que se aprueba el Reglamento general de desarrollo de la 

Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (en adelante, LGT) 

en materia de revisión en vía administrativa. 

El día 16 de marzo de 2026 el decreto es notificado a la interesada, 

que, con fecha 9 de abril de 2026, presenta un escrito de alegaciones, 

reiterando la existencia de un decremento de valor de los terrenos 

transmitidos, de manera que no se habría producido el incremento de 

valor que constituye el hecho imponible del IIVTNU.  

La solicitante alega que, cuando se realizó la transmisión de los 

terrenos urbanos no solo no existió un incremento, sino que la 

mercantil soportó una pérdida patrimonial sustancial que justifica: 

«A) VALOR DE ADQUISICIÓN 

1. Coste de adquisición original (1989): 19.915.533,01 €. 

Los terrenos fueron adjudicados a URBANIZADORA DUCAL, S.A. en 

el año 1989 en virtud de un proyecto de reparcelación. Su coste de 

adquisición, tal y como consta en la contabilidad auditada por 

inspección de hacienda de la sociedad, ascendió a 19.915.533,01 €. 

Fuente: Hecho Tercero de la solicitud de nulidad y Documento N.º 4 

(Balance de Situación de 2006, rúbrica “Operación Valparaíso”). 

2. Mejoras y gastos (2007-2014): 223.240,98 €. 

Fuente: Hecho Séptimo de la solicitud de nulidad. 

3. VALOR TOTAL DE ADQUISICIÓN ACTUALIZADO: 

20.138.773,99 €. 

Fuente: Documento N.º 5 (Cuentas Anuales de 2014), donde los 

terrenos figuran valorados contablemente en dicho importe. 
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B) VALOR DE TRANSMISIÓN 

1. Aportación no dineraria inicial (31/07/2015): 3.140.000,00 €. 

Fuente: Documento N.º 2 (Escritura de aumento de capital) y 

Documento N.º 6 Factura n.º 6 de 31/07/2015). 

2. Ajuste posterior del precio (30/03/2016): 10.000.000,00 €. 

Fuente: Documento N.º 3 (Escritura de protocolización de contrato de 

fecha 30 de marzo de 2016) y Documento N.º 7 (Factura n.º 2 de 

15/03/2016). 

3. Gastos de transmisión asociados: (8.478,61 €). 

Fuente: Documento N.º 8 (Extracto de la cuenta …… del Libro Mayor 

de 2016). 

4. VALOR TOTAL DE TRANSMISIÓN (neto): 13.131.521,39 €. 

C) RESULTADO DE LA OPERACIÓN 

Valor de Adquisición: 20.138.773,99 €. 

Valor de Transmisión: 13.131.521,39 €. 

PÉRDIDA (MINUSVALÍA) GENERADA: 6.967.252,60 €». 

El interesado reprocha la aplicación de una normativa declarada 

inconstitucional, en la medida en que impide acomodar la tributación a 

la realidad económica del caso, e invoca la eventual concurrencia de 

causa de nulidad por dictarse la liquidación prescindiendo del 

presupuesto material del tributo y de la doctrina constitucional 

aplicable, y la necesidad de revisar el acto tributario para restablecer la 
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legalidad y evitar la pervivencia de una liquidación contraria al 

ordenamiento.  

El 7 de mayo de 2026 la directora de la ATM formula una 

propuesta de resolución desestimatoria de la revisión de oficio 

planteada, al entender que se ha puesto de manifiesto la existencia de 

un incremento del valor del suelo en la transmisión de los terrenos, 

habiéndose producido en consecuencia el hecho imponible.  

La propuesta justifica su decisión considerando que la interesada 

no ha probado fehacientemente la pérdida de valor de los terrenos que 

aportó. Así, afirma que la única prueba que mostró fue:  

“1. Respecto del valor del inmueble en la fecha de adquisición: 

- Balance de situación a 31 de diciembre de 2006. 

2. Respecto del valor del inmueble en la fecha de transmisión: 

- Escritura de aumento de capital de fecha 31 de julio de 2015, 

suscrita ante el notario de Madrid, con el n.º 1690 de su protocolo. 

- Escritura de protocolización de contrato de fecha 30 de marzo de 

2016 ante el notario de Madrid con el n.º 238 de su protocolo”. 

Sin que se presente, según alega el consistorio la «documentación 

que deje constancia del valor de cada uno de los inmuebles en la fecha 
de adquisición (año 1989). No consta ni la escritura, ni el título de 

adquisición que pudiera reflejar el valor real a esa fecha de cada finca. 

Lo único que se presenta es un balance de situación a 31 de diciembre de 
2006 en el que, en el apartado “existencias”, figura un concepto 

denominado “operación Valparaíso” y un importe de 

19.915.533,01 euros. 
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No obstante, no puede considerarse prueba suficiente del valor de 

las parcelas. En primer lugar, porque esa anotación no tiene el suficiente 
detalle como para considerar acreditado que, en el año 1989, el valor de 

mercado de estas fincas sea ese. Se desconoce si se han agregado 

cualesquiera otros gastos, operaciones o impuestos no subsumibles en el 
valor de los inmuebles. De hecho, lo que se solicitó en su momento era el 

balance para el 31 de diciembre de 1990, es decir, el balance 

transcurrido 1 año desde la operación y no el balance después de 16 
años. Y, en segundo lugar, porque, además, el valor no está desglosado 

para cada uno de esos bienes por lo que, aun si se considerara válido el 

valor global descrito, no resulta posible identificar la ganancia o pérdida 

para cada uno de los inmuebles». 

A la vista de tales antecedentes, formulamos las siguientes  

 

CONSIDERACIONES DE DERECHO 

 

PRIMERA.- La Comisión Jurídica Asesora de la Comunidad de 

Madrid emite su dictamen preceptivo de conformidad con lo dispuesto 

en el artículo 5.3.f) b. de la Ley 7/2015, de 28 de diciembre, que 

establece: “En especial, la Comisión Jurídica Asesora deberá ser 
consultada por la Comunidad de Madrid en los siguientes asuntos: (…) f) 

Expedientes tramitados por la Comunidad de Madrid, las entidades 

locales y las universidades públicas sobre: (…) b. Revisión de oficio de 
actos administrativos en los supuestos establecidos en las leyes”. A tenor 

del precepto que acabamos de transcribir, el Ayuntamiento de Madrid 

está legitimado para recabar dictamen de esta Comisión Jurídica 

Asesora, habiendo cursado su solicitud a través del consejero de 
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Presidencia, Justicia y Administración Local, tal y como preceptúa el 

artículo 18.3 c) del ROFCJA.  

En este caso, al tratarse de una revisión de oficio en materia 

tributaria, resulta de aplicación la LGT, conforme a su artículo 1 y la 

disposición adicional 1ª apartado 2 a) de la Ley 39/2015, de 1 de 

octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas (LPAC). 

La obligatoriedad del dictamen de esta Comisión antes de adoptar 

el acuerdo de nulidad del acto administrativo también se desprende del 

artículo 217.4 de la LGT, que exige que se adopte previo dictamen 

favorable del órgano consultivo correspondiente y adquiere así, en este 

supuesto, carácter parcialmente vinculante en el sentido de constreñir a 

la Administración que lo pide sólo en el caso de ser desfavorable a la 

revisión propuesta. En la misma línea el apartado 2 del artículo 85 de la 

Ordenanza Fiscal 13/2021, de 29 de diciembre, General de Gestión, 

Recaudación e Inspección (OF 13/2021, en adelante), referido al 

procedimiento de revisión de actos nulos de pleno derecho establece que 

“la declaración de nulidad requerirá el dictamen favorable del órgano 

consultivo de la Comunidad de Madrid”. 

SEGUNDA.- En lo que se refiere a la tramitación del procedimiento, 

el artículo 110 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases 

del Régimen Local (en adelante, LBRL), atribuye al Pleno de la 

Corporación Local, la declaración de nulidad de pleno derecho y la 

revisión de los actos dictados en vía de gestión tributaria, en los casos y 

de acuerdo con el procedimiento establecido en los casos y de acuerdo 

con el procedimiento establecido en los artículos 153 y 154 de la LGT. 

La remisión a dichos artículos debe entenderse hecha a la 

actualmente vigente LGT y a su artículo 217, en donde se establecen 

tanto las causas de revisión como el procedimiento a seguir, 
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procedimiento que se especifica también en los artículos 4 a 6 del 

reglamento general de desarrollo de la LGT, en materia de revisión en 

vía administrativa, aprobado por el Real Decreto 520/2005, de 13 de 

mayo. 

Es requisito para declarar la nulidad de pleno derecho de los actos 

dictados en materia tributaria es que hayan puesto fin a la vía 

administrativa o que no hayan sido recurridos en plazo (artículo 217.1 

de la LGT). 

El modo de inicio del procedimiento de revisión se establece en al 

apartado 2 del artículo 217 de la LGT, pudiendo iniciarse por acuerdo 

del órgano que dictó el acto o de su superior jerárquico o a instancia del 

interesado. 

Respecto al procedimiento a seguir, el apartado 4 del artículo 217 

de la LGT dispone los trámites que deben seguirse: “en el procedimiento 
se dará audiencia al interesado y serán oídos aquellos a quienes 

reconoció derechos el acto o cuyos intereses resultaron afectados por el 

mismo. 

La declaración de nulidad requerirá dictamen favorable previo del 

Consejo de Estado u órgano equivalente de la respectiva comunidad 

autónoma, si lo hubiere”. 

Esta referencia debe entenderse hecha en nuestro caso, a partir de 

su creación, a la Comisión Jurídica Asesora de la Comunidad de Madrid 

creada por la ya citada Ley 7/2015. De hecho, así lo recoge de modo 

expreso, el artículo 85.2 de la OF 13/2021, ya citado. 

En cuanto al plazo para tramitar el procedimiento de nulidad de 

pleno derecho, el artículo 217.6 de la LGT dispone que “el plazo máximo 
para notificar resolución expresa será de un año desde que se presente la 
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solicitud por el interesado o desde que se le notifique el acuerdo de 

iniciación de oficio del procedimiento”. 

Los efectos del transcurso del plazo sin haber notificado resolución 

expresan son la caducidad en los procedimientos iniciados de oficio y la 

desestimación por silencio administrativo de la solicitud, si el 

procedimiento se hubiera iniciado a instancia del interesado (artículo 

217.6 a) y b) de la LGT). 

En este caso, habiéndose notificado el acuerdo de inicio del 

expediente el 16 de marzo de 2026, en el momento de emisión del 

presente dictamen el procedimiento no ha caducado. 

Por último, el apartado 7 del artículo 217 de la LGT dispone que la 

resolución expresa o presunta o el acuerdo de inadmisión a trámite de 

las solicitudes de los interesados pondrán fin a la vía administrativa. 

En el procedimiento se ha concedido trámite de audiencia al 

solicitante, que ha presentado alegaciones en el sentido ya expuesto. 

Por último, el procedimiento contiene la propuesta de resolución, 

en la que se analizan los hechos y tras efectuar las correspondientes 

consideraciones jurídicas, se propone desestimar la solicitud de revisión 

de oficio por causa de nulidad de la liquidación en concepto de IIVTNU. 

Antes concluir, entendemos necesario hacer una mención especial 

al órgano competente para acordar la revisión de oficio de la liquidación 

tributaria, teniendo en cuenta la especialidad por razón de la materia y 

por razón de la administración autora del acto de cuya revisión se trata. 

En efecto, tratándose de revisar un acto de la ATM, organismo 

autónomo dotado de personalidad jurídica pública diferenciada, hemos 

de remitirnos a sus estatutos, aprobados el 22 de diciembre de 2008. 
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El artículo 20 de estos dispone, en su segundo apartado, que “la 

revisión de oficio de los actos administrativos nulos y la declaración de 
lesividad de los anulables dictados por el Consejo Rector corresponderá 

al titular del Área a la que figura adscrita la Agencia Tributaria Madrid. 

Al Consejo Rector corresponderá la revisión de oficio de los actos 
administrativos nulos y la declaración de lesividad de los anulables 

dictados por los demás órganos de la Agencia”. 

El apartado 5 determina: 

“No obstante lo dispuesto en los números anteriores, los actos 

dictados por los órganos de la Agencia, en relación con las materias 

sobre las que pueden versar las reclamaciones económico-
administrativas, serán recurribles en esta vía de acuerdo con sus 

normas reguladoras ante el Tribunal Económico-Administrativo 

Municipal de Madrid, previa interposición con carácter potestativo 
del recurso de reposición regulado en el artículo 14 del texto 

refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado 

por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo. Corresponderá 
al titular del Área competente en materia de Hacienda la revisión de 

los actos nulos, la declaración de lesividad de los anulables y la 

revocación de los de aplicación de los tributos e imposición de 
sanciones, en los términos establecidos en los artículos 217, 218 y 

219 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria”. 

Finalmente, debemos remitirnos al artículo 85.3 de la OF 13/2021, 

según el cual: “El órgano competente para dictar resolución en 

procedimientos de revisión de oficio de actos nulos de pleno derecho 

dictados por los órganos de la Agencia Tributaria Madrid será el titular 

del área competente en materia de hacienda”. 

Expuesto cuanto precede, debemos concluir que la instrucción del 

procedimiento ha sido completa, sin que se haya omitido ningún 
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trámite que tenga carácter esencial o que resulte imprescindible para 

resolver.  

TERCERA.- El procedimiento de revisión de oficio tiene por objeto 

expulsar del ordenamiento jurídico aquellos actos administrativos que 

se encuentren viciados de nulidad radical por cualquiera de las causas 

que establece en el ámbito tributario el artículo 217 de la LGT. 

En esta línea, el Dictamen del Consejo de Estado 205/2025, de 26 

de junio dispone que “la revisión de oficio de actos tributarios, regulada 

en el artículo 217 de la LGT, procede cuando se puede alegar y probar la 

concurrencia en el acto que se revisa de vicios especialmente graves que 
fundamentan la declaración de nulidad por parte de la propia 

Administración tributaria. Quiere ello decir que no todos los posibles 

vicios alegables en vía ordinaria de recurso administrativo, económico-
administrativo o contencioso-administrativo son relevantes en sede de 

revisión de oficio, sino solo los específicamente recogidos en la ley. La 

revisión de oficio, según el desarrollo jurisprudencial y luego legal de esta 
institución, puede ser instada por los administrados, en este caso por los 

contribuyentes, y debe ser tramitada por la Administración. Pero la 

revisión, por su propio perfil institucional, no puede ser utilizada como 
una vía subsidiaria a la de los recursos administrativos ordinarios 

alegando los mismos vicios que hubieran podido ser enjuiciados en tales 

recursos ya que, como se ha dicho, solo son relevantes los de especial 

gravedad recogidos en la ley, en este caso, el artículo 217 de la LGT”. 

Como recuerda la Sentencia del Tribunal Supremo de 19 de julio 

de 2013 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 7ª, recurso 

822/2011): 

“La doctrina sentada por este Tribunal, [contenida en sentencias de 

18 de mayo de 2010 (casación 3238/2007), 28 de abril de 2011 
(casación 2309/2007), 5 de diciembre de 2012 (casación 
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6076/2009 ) y 7 de febrero de 2013 (casación 563/2010), entre las 

más recientes], configura dicho procedimiento como un medio 
extraordinario de supervisión del actuar administrativo, verdadero 

procedimiento de nulidad, que resulta cuando la invalidez se 

fundamenta en una causa de nulidad de pleno derecho, cuya 
finalidad es la de facilitar la depuración de los vicios de nulidad 

radical o absoluta de que adolecen los actos administrativos, con el 

inequívoco propósito de evitar que el transcurso de los breves plazos 

de impugnación de aquellos derive en su consolidación definitiva”. 

Se trata de una potestad cuyo ejercicio requiere una especial 

ponderación, aplicándose con un carácter restrictivo. De acuerdo con la 

Sentencia del Tribunal Supremo de 26 de octubre de 2020 (recurso de 

casación 1443/2019): 

“... debemos poner de manifiesto, e insistir, en el carácter restrictivo 
con el que debemos afrontar la cuestión que nos ocupa, referida a la 

revisión de oficio de una determinada actuación administrativa, que, 

de una u otra forma, ha devenido firme en dicha vía. Así, dijimos 
que "el artículo 102 LRJPA tiene como objeto, precisamente, facilitar 

la depuración de los vicios de nulidad radical o absoluta de que 

adolecen los actos administrativos, con el inequívoco propósito de 
evitar que el transcurso de los breves plazos de impugnación de 

aquellos derive en su inatacabilidad definitiva. Se persigue, pues, 

mediante este cauce procedimental ampliar las posibilidades de 
evitar que una situación afectada por una causa de nulidad de pleno 

derecho quede perpetuada en el tiempo y produzca efectos jurídicos 

pese a adolecer de un vicio de tan relevante trascendencia”. 

Por ello, teniendo en cuenta el carácter restrictivo de la revisión de 

oficio y dada la jurisprudencia vigente en el momento de su emisión, los 

dictámenes 190/21, de 27 de abril y 344/21, de 13 de julio, de esta 
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Comisión Jurídica Asesora, concluyeron que no era posible la revisión 

de oficio de unas liquidaciones en concepto de IIVTNU. 

Sin embargo, sobre la específica posibilidad de revisar 

liquidaciones firmes por el IIVTNU se ha pronunciado, posteriormente, 

la citada Sentencia del Tribunal Supremo 339/2024, con base en el 

pronunciamiento de la también citada Sentencia del Tribunal 

Constitucional 59/2017, admitiendo la revisión de oficio de dichas 

liquidaciones, aunque no la incardina en ningún motivo concreto de 

nulidad de pleno derecho, cuando no se ha obtenido un incremento en 

el valor de la propiedad.  

Considera que se debe devolver el importe de la liquidación 

tributaria girada y satisfecha por el contribuyente, incluso en los actos 

firmes, pues no existe una limitación de efectos en la declaración de 

inconstitucionalidad precedente. Para ello, se fundamenta en el fallo de 

la Sentencia del Tribunal Constitucional 182/2021, de 26 de octubre, 

que determina la inconstitucionalidad plena e incondicionada y la 

nulidad de los artículos 107.1, segundo párrafo, 107.2 a) y 110.4 del 

TRLHL. La referida Sentencia 339/2024 establece como doctrina 

jurisprudencial, la siguiente: 

“(…) en los términos que resultan de los anteriores fundamentos 

jurídicos, que la declaración de inconstitucionalidad y nulidad de los 

artículos 107.1 y 107.2.a) y 110.4 de la LHL, efectuada por la STC 
59/2017, de 11 de mayo, traslada los efectos de nulidad de estas 

normas inconstitucionales a las liquidaciones tributarias firmes por 

Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de 
Naturaleza Urbana que, con aplicación de dichas normas 

inconstitucionales, hubieran determinado una ficticia manifestación 

de capacidad económica, y sometido a gravamen transmisiones de 
inmuebles en las que no existió incremento del valor de los terrenos, 

con vulneración del principio de capacidad económica y prohibición 
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de confiscatoriedad proclamados en el artículo 31.1 CE. Estas 

liquidaciones firmes pueden ser objeto de revisión de oficio a través 
del procedimiento previsto en el artículo 217 Ley General Tributaria, 

por resultar de aplicación el apartado g) del apartado 1, en relación 

con lo dispuesto en los artículos 161.1.a) y 164.1 CE y 39.1 y 40.1 
LOTC, todo ello con los límites previstos en los artículos 164.1 CE y 

40.1 LOTC, que impiden revisar los procesos fenecidos mediante 

sentencia con fuerza de cosa juzgada en los que se haya hecho 

aplicación de las normas declaradas inconstitucionales. 

Con esta doctrina jurisprudencial revisamos y modificamos la 

establecida en las sentencias de esta Sala y Sección de 18 de mayo 
de 2020, números 435/2020 (rec. 1665/2019 - ECLI: ES: TS: 

2020:973), 436/2020 (rec. 2596/2019 - ECLI:ES: TS: 2020:970) y 

454/2020 (rec. cas. 1068/2020 - ECLI ES:TS: 2020:984), y las 

demás que las reiteran”. 

Dicho pronunciamiento ha sido acogido en sentencias posteriores, 

de la misma Sala y Sección, como la Sentencia 1873/2024, de 25 de 

noviembre de 2024, (recurso de casación 530/2023), la Sentencia 

2020/2024, de 19 de diciembre de 2024, (recurso de casación 

2741/2023) y la Sentencia 1532/2025, de 26 de noviembre (recurso de 

casación 4819/2023), que han mantenido la línea de flexibilizar el rigor 

con el que se estaba examinado la posibilidad de declarar la nulidad de 

pleno derecho de liquidaciones firmes practicadas en concepto de 

IIVTNU. Debemos destacar igualmente la Sentencia 457/2025, de 21 de 

abril (recurso de casación 2754/2023), según la cual: 

“Por tanto, dados los términos en que se ha desarrollado el debate 
de las partes en el litigio, nuestro examen no puede quedar reducido 

exclusivamente a los motivos de nulidad invocados en vía 

administrativa o en la demanda por la parte que solicitó la revisión, 
puesto que lo relevante, en una situación como la examinada, en la 
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que se dilucidan los efectos de la declaración de inconstitucionalidad 
de normas esenciales para la determinación de la obligación 

tributaria, no es si la parte que solicita la revisión consigue acertar 

con la concreta causa de nulidad invocada -extremo nada fácil dado 
el complejo marco jurídico que hemos expuesto- sino que exponga de 

manera clara y precisa los hechos y fundamentos sobre los que 

sustenta la pretensión de nulidad de pleno derecho, y por los que 

insta la revisión de oficio. 

En este caso la parte actora concretó perfectamente los hechos que 

consideraba determinantes de la nulidad de pleno derecho de la 
liquidación firme, como la declaración de inconstitucionalidad por 

STC 59/2017, que afecta a normas esenciales para la 

determinación de la base imponible, que fueron aplicadas para la 
liquidación de la deuda tributaria abonada. También alegó y 

acreditó los hechos demostrativos de la inexistencia de incremento 

de valor de los terrenos en la transmisión gravada, y es por ello que 
sostuvo que la declaración de inconstitucionalidad efectuada en 

la STC 59/2017 permite la revisión de oficio del acto firme de 

liquidación. Es decir, alegó todos y cada uno de los elementos 

necesarios para resolver sobre la revisión de oficio (...). 

Por consiguiente, ni en vía administrativa, ni en el debate procesal, 

la cuestión se ha limitado a examinar uno u otro motivo, sino que ha 
girado sobre la posibilidad misma de que la inconstitucionalidad 

declarada en la STC 59/2017 pudiera sustentar alguno de los 

motivos de nulidad de pleno derecho previstos en el artículo 217.1 

LGT. Incluso el auto de admisión plantea, incardinar esta 

circunstancia en los motivos previstos en los apartados a), e), f) y g) 

del artículo 217.1 LGT, lo que ha permitido a las partes razonar y 
argumentar cuando han considerado necesario al respecto, con 

plena contradicción [...]”. 
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Por su parte, la Sentencia de la misma Sección 1555/2025, de 2 de 

diciembre, (recurso de casación 5830/2023) admite la devolución de la 

liquidación practicada en concepto del impuesto que nos ocupa, aunque 

el interesado no acudió al procedimiento de revisión de oficio, pero sí 

alegó la nulidad de la liquidación y la Administración pudo haber 

tramitado dicho procedimiento. 

Finalmente, debemos remitirnos a la Sentencia de la misma 

Sección 227/2026, de 26 de febrero (recurso de casación 7135/2023), 

que se pronuncia sobre si las liquidaciones notificadas con anterioridad 

a la STC 182/2021 e impugnadas después del dictado de la misma, 

pueden ser declaradas nulas, concluyendo, al igual que la Sentencia del 

Tribunal Supremo 949/2023, de 10 de julio, que no pueden ser 

anuladas con fundamento exclusivo en la declaración de 

inconstitucionalidad, debiendo atenderse a la fecha del dictado de la 

STC y no a la de su publicación en el BOE.  

“(…) establecemos, como doctrina jurisprudencial que, de 

conformidad con lo dispuesto en la STC 182/2021, de 26 de octubre, 
las liquidaciones provisionales o definitivas por el impuesto sobre 

incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana que no 

hubieran sido impugnadas a la fecha de dictarse dicha sentencia, 
26 de octubre de 2021, no podrán ser impugnadas con fundamento 

en la declaración de inconstitucionalidad efectuada en la misma, al 

igual que tampoco podrá solicitarse con ese fundamento la 
rectificación, ex art. 120.3 LGT, de autoliquidaciones respecto a las 

que aún no se hubiera formulado tal solicitud al tiempo de dictarse 

la STC 26 de octubre de 2021. Sin embargo, sí será posible 
impugnar, dentro de los plazos establecidos para los distintos 

recursos administrativos y el recurso contencioso-administrativo, 

tanto las liquidaciones provisionales o definitivas que no hubieren 
alcanzado firmeza al tiempo de dictarse la sentencia, como solicitar 
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la rectificación de autoliquidaciones ex art. 120.3 LGT, con base en 
otros fundamentos distintos a la declaración de inconstitucionalidad 

efectuada por la STC 182/2021, de 26 de octubre. Así, entre otros, 

con fundamento en las previas sentencias del Tribunal 
Constitucional que declararon la inconstitucionalidad de las normas 

del IIVTNU en cuanto sometían a gravamen inexcusablemente 

situaciones inexpresivas de incremento de valor (entre otras STC 
59/2017) o cuando la cuota tributaria tiene alcanza confiscatorio 

(STS 126/2019) al igual que por cualquier otro motivo de 

impugnación, distinto de la declaración de inconstitucionalidad por 
STC 182/2021. Dada la coincidencia de los razonamientos de esta 

Sala, expresados en la sentencia de 10 de julio de 2023 referida, de 

la que hemos extraído su fundamentación relevante al caso, con los 
procedentes en este concreto asunto, procede su íntegra aplicación 

al actual recurso de casación”. 

Dichos pronunciamientos han sido recogidos por las Salas de los 

Tribunales Superiores de Justicia (Sentencia de la Sección 2ª de la Sala 

de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 

Galicia 485/2025, de 24 de noviembre – recurso de apelación 

4186/2025) y por los órganos consultivos de diferentes comunidades 

autónomas, pudiendo citar, a título ilustrativo el Dictamen 271/2024, 

de 27 de junio, del Consejo Consultivo de Castilla y León, el Dictamen 

3/2025, de 16 de enero, del Consejo Consultivo de Aragón, el Dictamen 

168/2025, de 12 de marzo del Consejo Jurídico Consultivo de la 

Comunidad Valenciana, el Dictamen 106/2025, de 29 de abril del 

Consejo Consultivo de Castilla la Mancha, el Dictamen 312/2025, de 17 

de julio, del Consejo Consultivo de Canarias o el Dictamen 43/2026, de 

12 de febrero del Consejo Consultivo de la Región de Murcia. 

Señalado todo lo anterior, debemos a continuación analizar si en el 

supuesto que nos ocupa concurren los requisitos exigidos para admitir 

la revisión de oficio de la liquidación en concepto de IIVTNU. 



 
 
 
 
 
 
 
 

 21/26  

CUARTA.- En primer lugar, observamos que ha quedado 

acreditado en el expediente que la liquidación no fue recurrida en vía 

contencioso-administrativa, por lo que no opera el principio de cosa 

juzgada que impediría revisar la liquidación correspondiente, de 

conformidad con la doctrina jurisprudencial expuesta, con base en el 

artículo 164.1 de la Constitución Española y el artículo 40 de la Ley 

Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional. 

En este caso, se pretende la revisión de oficio de la liquidación del 

IIVTNU practicada el 11 de septiembre de 2019 y que, no fue recurrida, 

por lo que devino firme. Por ello, cabe la revisión de oficio conforme el 

citado artículo 217.1 de la LGT. 

En segundo lugar, debemos analizar si, con ocasión de la 

transmisión de los terrenos efectuada, se ha puesto de manifiesto un 

incremento del valor del bien o no, como alega el reclamante. 

Al respecto, el Dictamen del Consejo Consultivo de Castilla La 

Mancha 126/25, de 29 de mayo, recoge la doctrina derivada de la 

Sentencia del Tribunal Supremo 1163/2018, de 9 de julio, que, en su 

Fundamento de Derecho 5º, expone lo siguiente: 

«... Corresponde al obligado tributario probar la inexistencia de 

incremento de valor del terreno onerosamente transmitido. Y este 
extremo, no solo se infiere con carácter general del artículo 105.1 

LGT, conforme al cual “quien haga valer su derecho deberá probar 

los hechos constitutivos del mismo”, sino que también, y en el ámbito 
concreto que nos ocupa, ha sido puesto de relieve por el Pleno del 

Tribunal Constitucional en el FJ 5 b) de la STC 59/2017, y admitido, 

incluso, por la Sección Primera de esta Sala en el Auto de admisión 
de 30 de octubre de 2017 (RCA 2672/2017). En el FJ 5.b) de la STC 

59/2017 concluye, concretamente, el máximo intérprete de la 

Constitución, que “debe declararse inconstitucional y nulo el artículo 
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110.4 LHL, al impedir a los sujetos pasivos que puedan acreditar la 
existencia de una situación inexpresiva de capacidad económica 

(SSTC 26/2017, FJ 7, y 37/2017, FJ 5)”, precisión esta última de la 

que se infiere inequívocamente que es al sujeto pasivo a quien, en un 
primer momento, le corresponde probar la inexistencia de plusvalía. 

Y esta premisa ha sido admitida también en la cuestión casacional 

que, con posterioridad al pronunciamiento del Tribunal 
Constitucional, fijó la Sección Primera de esta Sala en el Auto de 

admisión de 30 de octubre de 201, citado, en el que, presuponiendo 

que pesaba “sobre el legalmente considerado como sujeto pasivo la 
carga de acreditar la inexistencia de un aumento real del valor del 

terreno en la fecha de devengo del IIVTNU”, consideró que tenía 

interés casacional objetivo la determinación de los medios concretos 
de prueba que debían emplearse para acreditar la concurrencia de 

esta última circunstancia. 

2.- Para acreditar que no ha existido la plusvalía gravada por el 
IIVTNU podrá el sujeto pasivo (a) ofrecer cualquier principio de 

prueba, que al menos indiciariamente permita apreciarla, como es la 

diferencia entre el valor de adquisición y el de transmisión que se 
refleja en las correspondientes escrituras públicas [cuyo valor 

probatorio sería equivalente al que atribuimos a la autoliquidación 

del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales en los fundamentos 
de derecho 3.4 de nuestras sentencias de 23 de mayo de 2018 

(RRCA núms. 1880/2017 y 4202/2017), de 5 de junio de 2018 

(RRCA núms. 1881/2017 y 2867/2017) y de 13 de junio de 2018 
(RCA núm. 2232/2017]; (b) optar por una prueba pericial que 

confirme tales indicios; o, en fin, (c) emplear cualquier otro medio 

probatorio ex artículo 106.1 LGT que ponga de manifiesto el 
decremento de valor del terreno transmitido y la consiguiente 

improcedencia de girar liquidación por el IIVTNU...». 
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Así, y una vez que el obligado tributario evidencie, por cualquier 

medio (según las letras a), b) y c), que el terreno no ha aumentado de 

valor, será la Administración la que pruebe en contra de dichas 

pretensiones, para poder aplicar los preceptos del TRLHL, que el fallo de 

la STC 59/2017 ha dejado en vigor en caso de plusvalía.  

Sobre la importancia de la prueba del obligado tributario la 

Sentencia del Tribunal Supremo 155/2022, de 9 de febrero, se ha 

pronunciado: 

“... debe reiterarse la doctrina jurisprudencial en el sentido de que 

corresponde al obligado tributario probar la inexistencia de 

incremento de valor del terreno onerosamente transmitido; para 
acreditar que no ha existido la plusvalía gravada por el IIVTNU 

podrá el sujeto pasivo ofrecer cualquier principio de prueba que, al 

menos, indiciariamente permita apreciarla, o bien optar por una 
prueba pericial que confirme tales indicios, o bien emplear cualquier 

otro medio probatorio que ponga de manifiesto el decremento de 

valor del terreno transmitido y la consiguiente improcedencia de 
girar liquidación por el IIVTNU; aportada por el obligado tributario la 

prueba de que el terreno no ha aumentado de valor, deberá ser la 

Administración la que pruebe dicho aumento, en este contexto 
cuando en el precio de transmisión escriturado no conste el valor 

separado del suelo, el porcentaje catastral utilizado para determinar 

el valor del suelo es prueba válida al efecto; pero en todo caso en la 
vía contencioso-administrativa la prueba de la inexistencia de 

plusvalía real será apreciada por los Tribunales de acuerdo con lo 

establecido en los artículos 60 y 61 LJCA y, en último término, y tal 
y como dispone el artículo 60.4 LJCA, de conformidad con las 

normas del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, a la 

vista del conjunto de pruebas practicadas, entre las que puede 

contarse para su valoración dicho dato catastral”. 
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En el presente caso, adelantamos que no se cumplen dichas 

premisas.  

En concreto, la solicitante ha presentado diversa documentación 

tratando de acreditar, como decimos, que el valor de los terrenos 

urbanos no se ha incrementado. Sin embargo, la misma no es suficiente 

porque no justifica cuál era el valor de cada uno de los terrenos cuando 

los adquirió en el año 1989, ya que no consta ni la escritura pública, ni 

el título de adquisición que refleje el valor real de cada finca en esa 

fecha, lo único que aporta es un balance de situación de 31 de 

diciembre de 2006 en el que, en el apartado 32, el relativo a 

“existencias” con el concepto “Operación Valparaíso”, figura el importe 

de 19.915.533,01 €. Pero ello es una anotación que no puede tomarse 

en consideración para acreditar que, en el año 1989, el valor de 

mercado de las fincas era ese y no otro.  

Además, la Administración tributaria le requirió para que aportara 

el balance para el 31 de diciembre de 1990, es decir, un año después de 

la operación por la que dice, adquirió los terrenos, pero el balance que 

el representante de la sociedad reclamante proporcionó era el balance 

de situación de fecha 31 de diciembre de 2006, es decir, de 16 años 

después. 

La segunda razón por la que no procedería la revisión de oficio de 

las liquidaciones es que el valor no está desglosado para cada uno de 

esos bienes, lo que impide identificar si es ganancia o pérdida para cada 

uno de los inmuebles. 

Tampoco es válido el valor de transmisión, que el interesado 

declara en la escritura de aumento de capital, de fecha 31 de julio de 

2015, en la que se hace constar lo siguiente: 



 
 
 
 
 
 
 
 

 25/26  

“(…) a los efectos que procedan los comparecientes, según 

intervienen, señalan que la aportación que se efectúa tiene su base 
en el documento de fecha 27 de agosto de 2013 protocolizado ante el 

notario de Madrid, con el número 1097/2014 y por tanto se realiza 

lo establecido en el mismo, señalando que el valor neto de los bienes 
aportados fijados en la presente, se encuentran determinados por el 

valor inicial pactado en dicha escritura (…)”.  

Se considera que el valor fijado en la escritura de transmisión es el 

valor que tenía el terreno en el momento que se celebró el contrato el 

día 27 de agosto de 2013, es decir, dos años antes. 

Por todo ello, no puede considerarse probada la falta de incremento 

de valor de los terrenos desde la fecha de adquisición hasta la fecha de 

transmisión. 

En suma, a la vista de cuanto se ha expuesto, es preciso concluir 

afirmando que no procede la revisión de oficio solicitada al no concurrir 

la causa de nulidad invocada. 

En mérito a cuanto antecede, esta Comisión Jurídica Asesora 

formula la siguiente 

 

CONCLUSIÓN 

 

No procede la revisión de oficio de la liquidación del Impuesto 

sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana 

practicada por Resolución de 11 de septiembre de 2019, de la directora 

de la Agencia Tributaria Madrid. 
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A la vista de todo lo expuesto, el órgano consultante resolverá, 

dando cuenta de lo actuado, en el plazo de quince días, a esta Comisión 

Jurídica Asesora de conformidad con lo establecido en el artículo 22.5 

del ROFCJA. 

 

Madrid, a 8 de julio de 2026 

 

El presidente de la Comisión Jurídica Asesora 
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